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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

    JUZGADO DIECIOCHO CIVIL DEL CIRCUITO   
Bogotá D.C., nueve (9) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Ref.: Exp. 2023 – 01434 

 

En ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, 

corresponde al Despacho pronunciarse sobre la impugnación 

presentada por la EPS accionada contra la sentencia proferida el 30 

de agosto de 2023 por el Juzgado 39 de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá, dentro de la acción de tutela de la 

referencia. 

 

 I. ANTECEDENTES  

 

1. La actora identificada con la cédula de ciudadanía 

N°1088322126 instauro acción de tutela contra SURA EPS con el fin 

que se le amparen los derechos fundamentales al mínimo vital, salud, 

seguridad social y vida digna.  

 

2. Como causa petendi, adujo los hechos que a continuación se 

compendian: 

 

Que se encuentra afiliada a la EPS SURA en calidad de 

cotizante independiente desde el 17 de agosto del 2016, 

encontrándome actualmente en estado activo. 
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Que el día 15 de junio de 2023 dio a luz a su hijo, por lo que el 

médico tratante le concedió 126 días por licencia de maternidad con 

fecha de terminación el 18 de octubre de 2023. 

 

Que solicitó a la EPS SURA el día 22 de julio el pago de la 

incapacidad por licencia de maternidad y como respuesta obtuvo lo 

siguiente: “cordialmente le informamos que el pago de la incapacidad o la 

licencia de maternidad no genera reconocimiento económico, toda vez que el 

como independiente registra pago de cotizaciones fuera de la fecha límite 

establecida para el pago de los aportes” 

 

Que el día 03 de agosto hizo uso de su derecho de petición 

para adquirir más información sobre el rechazo del reconocimiento 

económico por parte de dicha entidad y obtuvo exactamente la misma 

respuesta. 

 

Que en el periodo de gestación se realizaron algunos pagos 

tardíos; sin embargo, la entidad nunca inició ningún trámite de cobro, 

ni tampoco durante su periodo de gestación ha estado inactiva; 

además, al momento del parto se encontraban todos los pagos 

efectuados, incluidos los intereses por mora. 

 

LA SENTENCIA IMPUGNADA 

 

 Una vez tramitada la tutela, el Juzgado Treinta y Nueve de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá profirió 

sentencia el 30 de agosto de 2023 concediendo el amparo invocado y 

con ocasión de ello ordenó “al representante legal de EPS SURA S.A., o 

quien haga sus veces que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes 

a la notificación del presente fallo, si aún no lo ha hecho, sin importar los trámites 

que tenga que adelantar, ya que no pueden afectar bajo ninguna circunstancia a 

la promotora constitucional, realice las gestiones administrativas a lugar para que 
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le sea pagado los valores que le corresponden por ley, por concepto de licencia 

de maternidad, comprendida desde el 15 de junio al 18 de octubre del año 2023”. 

 

LA IMPUGNACIÓN  

 

Inconforme con la decisión la accionada EPS SURAMERICANA 

S.A. presentó impugnación indicando que “La señora MARIA CAMILA 

RESTREPO GUEVARA con CC 1088322126 con la licencia de  maternidad No. 

0 - 35795966, con fecha de inicio 2023/06/15, la licencia de maternidad no 

genera reconocimiento económico, toda vez que el accionante en calidad de 

independiente registra pago de cotizaciones para el periodo 2023/06 fuera de la 

fecha límite establecida para el pago de los aportes. Es importante anotar que, el 

decreto 1670 de 2.007 del Ministerio de la Protección Social, por medio del cual 

se ajustan las fechas para el pago de aportes al Sistema de la Seguridad Social y 

para la obligatoriedad del uso de la Planilla Integrada de Autoliquidación de 

Aportes, el accionante debía de pagar el día 2023/07/10 y realizó el pago de 

aportes el 2023/07/11; pago fuera de plazo” por lo que pidió que se revoque 

la sentencia ya que no ha vulnerado derechos fundamentales.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Corresponde determinar si en el presente asunto procede o 

no la orden de pagar las incapacidades médicas. 

 

2. Frente a la procedencia de esta clase de acciones para 

decidir este tipo de discusiones, la Corte ha precisado:   

 

“(…) El artículo 86 de la Constitución Política establece que la 
acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario para la 
protección inmediata de los derechos fundamentales de las 
personas en Colombia, el cual solo procede cuando el afectado 
no cuente con otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz. De 
igual manera, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone 
que es causal de improcedencia de la acción la existencia de 
otros recursos o medios judiciales (numeral 1º).  

 



4 

 

                                                            Sentencia de tutela 1ª Instancia. Exp.2023-01434 No.143 
 
 
 

 

 

Lo anterior encuentra fundamento en el principio de 
subsidiaridad, el cual implica que, prima facie, la acción de tutela 
no puede desplazar los recursos judiciales ordinarios de defensa 
de derechos fundamentales, en tanto son los jueces naturales, 
los competentes para conocer y determinar los litigios propios de 
la jurisdicción ordinaria o la contencioso-administrativa, según el 
caso.  

 
12. En virtud de tal principio, esta Corporación ha señalado 

que, de manera general, las acciones de tutela no proceden para 
el reconocimiento y pago de derechos de carácter económico 
surgidos de una relación laboral, como los auxilios por 
incapacidad, ya que los mismos son protegidos en el 
ordenamiento jurídico colombiano a través de los procesos 
laborales ordinarios. 

 
(…) Así mismo, la Corte ha reiterado que el conocimiento de 

ese tipo de solicitudes exige la valoración de aspectos legales y 
probatorios que muchas veces escapan a la competencia del 
juez de tutela. De esta manera es claro que la improcedencia es 
una regla general para este tipo de solicitudes. 

 
13. A pesar de lo expuesto, el mismo artículo 86 constitucional 

establece excepciones a la regla de improcedencia al señalar 
que el amparo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo 
para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; o cuando el 
mecanismo del que se dispone no resulta idóneo y/o eficaz. 

 
En otras palabras, se ha indicado que la acción de tutela 

procede para el reconocimiento de prestaciones laborales 
cuando: i) no existe otro medio de defensa judicial, o de existir, 
éste no es apto para salvaguardar los derechos fundamentales 
en juego; o ii) cuando se pruebe la posible ocurrencia de un 
perjuicio irremediable, con las características de grave, inminente 
y cierto, que exija la adopción de medidas urgentes y necesarias 
para la protección de derechos fundamentales. 

 
 
14. Frente a la primera hipótesis, la jurisprudencia ha 

desarrollado algunos parámetros adicionales que permiten a los 
jueces establecer con mayor grado de certeza la idoneidad o no 
de los medios ordinarios[35]. En efecto, la edad, el estado de 
salud, las condiciones económicas, sociales y familiares son 
aspectos relevantes que se deben ponderar, cuando se exige a 
una persona asumir las complejidades propias de los procesos 
ordinarios, pues en algunos casos ello podría redundar en que la 
vulneración de un derecho fundamental se prolongue 
injustificadamente. 

 
 
Adicionalmente esta Corporación ha resaltado que cuando se 

busca la obtención del dinero derivado de un auxilio por 
incapacidad laboral, el juez de tutela debe considerar que la 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-144-16.htm#_ftn35
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ausencia   o   dilación   injustificada     de    dichos   pagos   
afecta    
gravemente  la  condición económica del trabajador, así como 
sus derechos al mínimo vital y a la salud, pues éste deriva su 
sustento y el de su familia de su salario, que es suspendido 
temporalmente en razón a una afectación de su salud. Así la 
mora en dichos pagos puede situar al reclamante en 
circunstancias apremiantes, que ponen en riesgo su subsistencia 
dignal (…)”1.    
 

 
Respecto a la naturaleza y finalidad de la licencia de 

maternidad la Corte Constitucional ha indicado:  

 
“De conformidad con el artículo 48 de la Constitución, la 
seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio 
que se debe prestar bajo la dirección, coordinación y control del 
Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad. Por su parte, el artículo 49 indica que el Estado 
debe establecer las políticas para la prestación de los servicios 
de salud por parte de las entidades privadas. 
 
36. Asimismo, el artículo 84 de la Constitución Política determina 
que, cuando un derecho es reglamentado de manera general, las 
autoridades no pueden establecer ni exigir requisitos adicionales 
para su ejercicio. A su vez, el artículo 29 dispone que el debido 
proceso se aplicará a toda clase de actuaciones. Eso significa 
que, para resolver el alcance de los derechos de los ciudadanos, 
se deben observar las leyes preexistentes y la plenitud de las 
formas propias de cada juicio. 
 
37. La licencia de maternidad es una de las manifestaciones más 
relevantes de la protección especial que la Constitución Política y 
los instrumentos internacionales sobre derechos humanos le 
otorgan a la mujer trabajadora[33]. El artículo 43 de la 
Constitución Política dispone que durante el embarazo y 
después del parto la mujer gozará de especial asistencia y 
protección del Estado. Esta protección especial a la maternidad 
se materializa en una serie de medidas de orden legal y 
reglamentario dentro de las que se destacan los descansos 
remunerados en la época del parto[34]. 
 
38. El artículo 10.2 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales dispone que se debe 
conceder especial protección a las madres durante un período 
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a 
las madres que trabajen se les debe conceder una licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad 
social.  
 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia T-144 de 2016. M.P. Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn33
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn34


6 

 

                                                            Sentencia de tutela 1ª Instancia. Exp.2023-01434 No.143 
 
 
 

 

 

39. En el mismo sentido, el artículo 11.2.b de la Convención 
Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Contra la Mujer indica que, con el fin de impedir la discriminación 
contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y 
asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados 
deben tomar medidas adecuadas para implementar la licencia de 
maternidad. Esta debe incluir el sueldo pagado y las 
prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo 
previo, la antigüedad o los beneficios sociales. 
 
40. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el 
descanso remunerado que se le otorga a la mujer en la época 
posterior al parto realiza, entre otros, los principios 
constitucionales de igualdad y solidaridad, el amparo a la familia 
como institución básica de la sociedad y los derechos de la 
madre y del recién nacido a la vida digna y al mínimo 
vital[35]. Según esta Corte, la licencia de maternidad es: 
 
“(…) un emolumento que se paga a la madre durante el período 
determinado por la ley con el fin de reemplazar los ingresos que 
esta derivaba y cuya percepción se ve interrumpida con motivo 
del parto. Conforme a lo anterior, se concluye que el hecho 
generador de la licencia de maternidad no es el alumbramiento 
aisladamente considerado, sino este hecho aunado a la 
preexistencia de una fuente de ingresos propios, cuya 
percepción se ve interrumpida por tal acontecimiento”[36]. 
 
41. Además de tener una connotación económica, de la licencia 
de maternidad se deriva una doble e integral protección. Es 
doble por cuanto cobija a las madres y a sus hijos o hijas. Es 
integral porque comprende un conjunto de prestaciones que 
buscan asegurar que las mujeres trabajadoras y sus 
descendientes dispongan de un espacio propicio para iniciar las 
relaciones familiares en condiciones de dignidad y calidad[37]. 
 
42. La licencia de maternidad es una medida de protección a 
favor de la madre del menor y de la institución familiar. Esta se 
hace efectiva a través del reconocimiento de un período 
destinado a la recuperación física de la madre y al cuidado del 
niño. Asimismo, esta incluye el pago de una prestación 
económica dirigida a reemplazar los ingresos que percibía la 
madre. Esto último con el fin de garantizar la continuidad en la 
cobertura de sus necesidades vitales y las del recién 
nacido37F[38]. 
 
43. Esta prestación beneficia a las mujeres afiliadas al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud en el régimen contributivo. 
Es decir, aquellas madres que, con motivo del alumbramiento de 
sus hijos, suspenden sus actividades productivas y no perciben 
los ingresos que usualmente cubrían sus necesidades vitales. 
Dicho reconocimiento será brindado siempre que cumplan con 
los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico[39]. Estos 
últimos se contemplan en el artículo 1 de la Ley 1822 de 2017: 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn35
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn36
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn37
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn38
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn39
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“i) Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una 
licencia de dieciocho (18) semanas en la época de parto, 
remunerada con el salario que devengue al momento de iniciar 
su licencia. || ii) Si se tratare de un salario que no sea fijo como 
en el caso del trabajo a destajo o por tarea, se tomará en cuenta 
el salario promedio devengado por la trabajadora en el último 
año de servicio, o en todo el tiempo si fuere menor. || iii) Para los 
efectos de la licencia de que trata este artículo, la trabajadora 
debe presentar al empleador un certificado médico, en el cual 
debe constar: a) El estado de embarazo de la trabajadora; b) La 
indicación del día probable del parto, y c) La indicación del día 
desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuenta que, 
por lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto” 
 
44. Además, el artículo 2.1.13.1 del Decreto 780 del 2016 
dispone que para el reconocimiento y pago de la licencia de 
maternidad se requerirá que la afiliada cotizante hubiere 
efectuado aportes durante los meses que correspondan al 
período de gestación. 
 
45. Cuando se trata de trabajadoras independientes, estas 
deben efectuar el cobro de la prestación económica directamente 
ante la EPS y el soporte válido para su otorgamiento es el 
Registro Civil de Nacimiento. Lo anterior se infiere al aplicar 
analógicamente lo preceptuado en el parágrafo segundo del 
artículo 1 de la Ley 1822 de 2017 para la licencia de 
paternidad[40]. Ambas prestaciones económicas guardan una 
estrecha relación respecto de su objetivo y naturaleza[41].  
46. De conformidad con las disposiciones mencionadas, las EPS 
no le pueden exigir a las mujeres que pretenden el 
reconocimiento de la licencia de maternidad, el cumplimento de 
formalidades no previstas legalmente. Lo anterior prohíbe que se 
impongan cargas excesivas a personas que -dadas sus 
circunstancias- son sujetos de especial protección constitucional. 
 
47. En consecuencia, se vulnera del derecho fundamental al 
debido proceso de las madres cuando se le exigen requisitos y 
formalidades adicionales para acreditar el cumplimiento de los 
presupuestos para acceder a la licencia de maternidad” ”2.. 

 

Además, sobre el mismo tema la Corte Constitucional en la 

sentencia T-014 de 2022 dijo:  

 

“El artículo 43 de la Constitución establece que las mujeres 

gozarán de “especial asistencia y protección del Estado” durante el 

embarazo y después del parto. En el mismo sentido, el artículo 10 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales reconoce expresamente una protección especial para 

las madres después del parto asociada con el pago de la licencia 

 
2 Sentencia T-224 de 2021 M.P. Dr. José Fernando Reyes Cuartas. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-224-21.htm#_ftn41
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de maternidad[53]. Esta protección especial a la maternidad se 

concreta en la regulación del descanso remunerado en épocas 

anteriores y posteriores al parto, contemplada en el artículo 236 

del Código Sustantivo del Trabajo[54]. La jurisprudencia 

constitucional ha establecido que el descanso remunerado que se 

otorga a la mujer después del parto materializa los principios 

constitucionales de igualdad y solidaridad, el amparo a la familia 

como institución social, y los derechos a la vida digna y al mínimo 

vital de ella y su hijo[55]. 

La licencia de maternidad es, entonces, una medida de protección 

a favor de la madre del recién nacido y de la institución familiar. 

Por un lado, se hace efectiva a través del reconocimiento de un 

período destinado a la recuperación física de la madre y al cuidado 

del niño o niña. Por otra parte, se materializa mediante el pago de 

una prestación económica dirigida a reemplazar los ingresos que 

percibía la madre con el fin de garantizar la continuidad en la 

cobertura de sus necesidades vitales y las de su hijo o hija. Así, 

esta prestación cobija no sólo a personas vinculadas mediante 

contrato de trabajo sino a todas aquellas madres trabajadoras 

(dependientes e independientes) que, con motivo del nacimiento, 

interrumpen sus actividades productivas, siempre que cumplan 

con los requisitos jurídicos para su reconocimiento”. 

 

Respecto al reconocimiento y pago de las incapacidades 

laborales La jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el 

derecho al debido proceso ha señalado lo siguiente:  

 

 

“El reconocimiento y pago de incapacidades laborales, 

independientemente de su origen, “constituye uno de aquellos 

emolumentos económicos y sociales destinados a sustituir el 

salario durante el periodo en que conforme lo indiquen los médicos 

tratantes la persona debe permanecer inactiva por razones de 

salud debidamente certificadas”. 3. 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el derecho al 

debido proceso ha señalado lo siguiente:  

 
 “…el debido proceso comprende: “a) El derecho a la 
jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e 
igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, 
a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante 
autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo 

 
3 Sentencia T-025 de 2017 M.P. Dr. Aquiles Arrieta Gómez. 
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decidido en el fallo. b) El derecho al juez natural, identificado 
este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal 
para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las 
personas y la división del trabajo establecida por la Constitución 
y la ley. c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo 
de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y 
obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el 
derecho al tiempo y a los medios adecuados para la 
preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, 
el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás 
personas que intervienen en el proceso. d) El derecho a un 
proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo 
cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a 
dilaciones injustificadas o inexplicables. e) El derecho a la 
independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento 
cuando los servidores públicos a los cuales confía la 
Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones 
separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. f) 
El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o 
funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento 
en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden 
jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o 
influencias ilícitas. 
 
… el debido proceso administrativo ha sido definido 
jurisprudencialmente como: “(i) el conjunto complejo de 
condiciones que le impone la ley a la administración, 
materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por 
parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación 
directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente 
determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al 
respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el 
ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de 
sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la 
seguridad jurídica y a la defensa de los administrados. 
 
… Las garantías establecidas en virtud del debido proceso 
administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este 
alto Tribunal, son las siguientes: “(i)ser oído durante toda la 
actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la 
ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 
injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la 
actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la 
actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno 
respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 
jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al 
ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, 
aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y 
a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del 
debido proceso.” 4. 

 
4 Corte Constitucional Sentencia T-051 de 2016. MP. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo  
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Sobre el derecho al mínimo vital, la Corte Constitucional ha 

indicado lo siguiente:  

 

“(…) un derecho fundamental que tiene como característica ser 

cualitativo, por lo que supone que cada quien viva de acuerdo al 

estatus adquirido durante su vida. Sin embargo, esto no significa 

que cualquier variación en los ingresos implique necesariamente 

una vulneración de este derecho. Por el contrario, existe una carga 

soportable para cada persona, que es mayor entre mejor haya 

sido la situación económica de cada quien. Por esto, entre mayor 

sea el estatus socioeconómico, es más difícil que variaciones 

económicas afecten el mínimo vital y, por ende, la vida digna”5. 

 

En cuanto al derecho a la seguridad social lo abordó la 

máxima autoridad constitucional de la siguiente manera:  

 

“El artículo 48 de la Constitución Política consagra el derecho a 
la seguridad social bajo una doble connotación: i) como 
derecho fundamental; y ii) como un servicio público de carácter 
obligatorio que se presta bajo la dirección, coordinación y 
control del Estado[60].  
Esta garantía fundamental “surge como un instrumento a 
través del cual se le garantiza a las personas el ejercicio de 
sus derechos fundamentales cuando se encuentran ante la 
materialización de algún evento o contingencia que mengüe su 
estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que 
se constituya en un obstáculo para la normal consecución de 
sus medios mínimos de subsistencia a través del trabajo”[61]. Su 
fundamentalidad se sustenta en el principio de dignidad 
humana en virtud del cual “resulta posible que las personas 
afronten con decoro las circunstancias difíciles que les 
obstaculizan o impiden el normal desarrollo de sus actividades 
laborales y la consecuente recepción de los recursos que les 
permitan ejercer sus derechos subjetivos”[62]. 
 
Según ha sido interpretado por esta Corporación, los objetivos 
de la seguridad social guardan necesaria correspondencia con 
los fines esenciales del Estado social de derecho “como el 
servir a la comunidad; promover la prosperidad general; 
garantizar la efectividad de los principios y derechos 
constitucionales; promover las condiciones para una igualdad 
real y efectiva; adoptar medidas a favor de grupos 
discriminados o marginados; proteger especialmente a 
aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta; 
y reconocer sin discriminación alguna de la primacía de los 

 
5 Sentencia C-007 del 18 de enero de 2017.M.P.Gloria Stella Ortiz Delgado. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn60
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn61
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn62
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derechos inalienables de la persona como sujeto, razón de ser 
y fin último del poder político”[63]. 
44.  La protección de este derecho fundamental se refuerza 
además según lo consagrado en distintos instrumentos 
internacionales[64]. En primer lugar, se tiene el artículo 22 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos en virtud del 
cual “toda persona, como miembro de la sociedad, tiene 
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta 
de la organización y los recursos de cada Estado, la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su 
personalidad”. 
 
En el mismo sentido lo consagra el artículo 16 de la 
Declaración Americana de los Derechos de la Persona cuyo 
tenor dispone que “toda persona tiene derecho a la seguridad 
social que le proteja contra las consecuencias de la 
desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente 
de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite 
física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
 
De otro lado, el artículo 9° del Pacto Internacional de Derechos 
Sociales y Culturales establece que “los Estados Partes en el 
presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
seguridad social, incluso al seguro social”. Así mismo, el 
artículo 9° del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales dispone que “toda persona 
tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las 
consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la 
imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para 
llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del 
beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán 
aplicadas a sus dependientes”. 
45.  Ahora bien, es claro que aun cuando el derecho a la 
seguridad social ostenta un carácter fundamental, tal 
particularidad no puede ser confundida con la posibilidad de 
hacerlo efectivo, en todos los casos, por medio de la acción de 
tutela. Al respecto, este Tribunal ha señalado que el legislador 
previó los mecanismos judiciales para la solución de las 
controversias relativas al reconocimiento y pago de las 
prestaciones que cubren las contingencias amparadas por el 
Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, lo que 
significa que, por regla general, la acción de tutela resulta 
improcedente para resolver disputas de esa naturaleza[65]”6. 

(Subrayas fuera de texto) 
 
Sobre el derecho a la salud, la Corte Constitucional ha establecido: 

 
“4.2. De acuerdo con los artículos 48 y 49 la Constitución 
Política y los artículos 153[14] y 156[15] de la Ley 100 de 1993, 

 
6 Corte Constitucional. Sentencia T-281 de 2018. M.P. Dr. José Fernando Reyes Cuartas.   

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn63
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn64
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-281-18.htm#_ftn65
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el servicio a la salud debe ser prestado conforme con los 
principios de eficacia, igualdad, moralidad, economía, 
celeridad, imparcialidad, publicidad e integralidad, lo que 
implica    que  tanto  el Estado como las entidades prestadoras 
del servicio de salud tienen la obligación de garantizarlo y 
materializarlo sin que existan barreras o pretextos para ello (…) 
”. 7 

 

En cuanto al allanamiento a la mora EPS el máximo Tribunal 

Constitucional indicó: 

 
“En virtud de la doctrina desarrollada por esta Corporación relativa 

al “allanamiento en la mora”, las E.P.S. se encuentran 

imposibilitadas para negarse a efectuar el reconocimiento de una 

incapacidad laboral cuando quiera que se efectuó el pago 

extemporáneo de las cotizaciones por parte del empleador o del 

trabajador independiente y se omitió rechazar su pago o 

emprender las acciones legales orientadas a su cobro judicial” 8 

 

 

Descendiendo al caso puesto en consideración, en primer lugar 

se advierte que frente a la manifestación de la entidad accionada de 

la demora en los pagos no se acreditó que se hubiera hecho si quiera 

requerimiento alguno a la actora por no pagar dentro de los días que 

afirma debía cancelarse tal como lo dispone el artículo 2.1.9.6 del 

Decreto 780 de 2016 y lo que si se observa es que la inconformidad 

de la entidad accionada es porque transcurrió solo un día para 

cancelar los aportes. 

 

Por tanto, no se entiende la renuencia de la EPS encartada a 

cumplir con el pago de la licencia de maternidad, cuando claramente 

se allano a la mora y el no pago de dicho beneficio si se está 

causando un perjuicio no solo a la accionante sino a su menor hijo, 

pues se está quebrantando su mínimo vital y si ello no es así a quien 

le correspondía desvirtuar dicha situación sería a la accionada lo cual 

no ocurrió.  

 
7 Corte Constitucional. Sentencia T-613 de 2014. M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
8 Corte Constitucional. Sentencia T-529 de 2017. M.P. Dr. Alberto Rojas Ríos . 
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Además, el Decreto 1427 de 2022 en su artículo 2.2.3.2.3 dispone: 

“Licencia de maternidad de la trabajadora Independiente con un ingreso base de 

cotización de un salario mínimo legal mensual  vigente. Cuando la trabajadora 

independiente, con ingreso base de cotización de  un salario mínimo mensual 

legal vigente, haya cotizado un período inferior al de gestación, tendrá derecho al 

reconocimiento de la licencia de maternidad, conforme a las siguientes reglas:           

1. Cuando ha dejado de cotizar hasta por dos períodos, procederá el pago 

completo de la licencia. 2. Cuando ha dejado de cotizar por más de dos períodos, 

procederá el pago proporcional de la licencia, en un monto equivalente al número 

de días cotizados que correspondan frente al período real de gestación. En 

ningún caso, la licencia de maternidad podrá ser liquidada con un Ingreso Base 

de Cotización inferior a un (1) salario mínimo mensual legal vigente”, es decir, 

que se reitera no se explica esta sede judicial la razón de la negativa 

de la EPS en cancelar la licencia de maternidad que implora la 

quejosa y más si se tiene en cuenta que según expuso la misma EPS 

debía pagarse el día 2023/07/10 y realizó el pago de aportes el 

2023/07/11, esto es un día de diferencia; adicionalmente, nótese que 

para dicha fecha la accionante ya había dado a luz a su hijo y siendo 

así el argumento de la EPS no es del recibo de este despacho ya que 

el aporte que indica se pago un día después es de los pagos 

posteriores al nacimiento del menor, con lo que se reitera no existe 

justificación alguna a negarse a pagar a la tutelante la licencia de 

maternidad y más si nada se dijo por la accionada respecto a que no 

se encuentre activa en el sistema de salud, lo que da a entender que 

si en algún momento hubo demora o retardo en los pagos, la EPS 

aceptó dicha situación y no puede ahora negar el pago de la licencia 

de maternidad so pretexto de mora cuando se insiste no realizó la 

gestión que tenía a su alcance en el término que establece la norma.  

 

Por lo expuesto se confirmará la decisión objeto de 

impugnación por encontrarse ajustada a derecho. 
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III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Dieciocho Civil del 

Circuito de Bogotá D.C., administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia impugnada por los 

motivos expuestos en la parte motiva de este proveído  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el 

medio más expedito y eficaz de acuerdo con lo preceptuado por el 

artículo 16 del decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: DISPONER la remisión de lo actuado ante la 

Honorable Corte Constitucional, en caso de no ser impugnada esta 

providencia. 

 

 Notifíquese y cúmplase 
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